
 
 

 

LOS APARTADOS DEL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO QUE SIRVEN DE MARCO GENERAL A LA 
PLANEACIÓN DE LAS ÁREAS RELATIVAS A LAS FUNCIONES DEL SUJETO OBLIGADO.  

 

INSTITUTO DE FORMACIÓN PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE JALISCO, IDEFT. 

 

Este Instituto tiene como objeto de acuerdo a su Decreto de Creación: Impartir educación de tipo 

industrial  

 

 

 

HONRADEZ Y HONESTIDAD La característica más destructiva y perniciosa de los neoliberales 

mexicanos fue la corrupción extendida y convertida en práctica administrativa regular. La 

corrupción ha sido el principal inhibidor del crecimiento económico. Por eso estamos empeñados, 

en primer lugar, en acabar con la corrupción en toda la administración pública, no sólo la corrupción 

monetaria sino la que conllevan la simulación y la mentira. 

 

 

POR EL BIEN DE TODOS, PRIMERO LOS POBRES, Así como Benito Juárez consumó la separación 

entre la Iglesia y el Estado, la Cuarta Transformación se ha propuesto separar el poder político del 

poder económico. La connivencia y la fusión entre ambos llevó a un ejercicio gubernamental 

orientado a beneficiar los intereses privados y corporativos en detrimento de la población. Pero una 

sociedad que se desentiende de sus miembros más débiles y desvalidos rompe el principio de 

empatía que es factor indispensable de cohesión, instaura la ley del más fuerte y acaba en un total 

envilecimiento. 

POLÍTICA Y GOBIERNO 

 

ERRADICAR LA CORRUPCIÓN, EL DISPENDIO Y LA FRIVOLIDAD La corrupción es la forma más 

extrema de la privatización, es decir, la transferencia de bienes y recursos públicos a particulares. 

Las prácticas corruptas, agudizadas en el periodo neoliberal, dañaron severamente la capacidad de 

las instituciones para desempeñar sus tareas legales, para atender las necesidades de la población, 

para garantizar los derechos de los ciudadanos y para incidir en forma positiva en el desarrollo del 

país. Por ello, erradicar la corrupción del sector público es uno de los objetivos centrales del sexenio 

en curso. Con este propósito, el Poder Ejecutivo federal pondrá en juego todas sus facultades legales 

a fin de asegurar que ningún servidor público pueda beneficiarse del cargo que ostente, sea del nivel 



 
 

 

  

que sea, salvo en lo que se refiere a la retribución legítima y razonable por su trabajo. Lo anterior 

significa un combate total y frontal a las prácticas del desvío de recursos, la concesión de beneficios 

a terceros a cambio de gratificaciones, la extorsión a personas físicas o morales, el tráfico de 

influencias, el amiguismo, el compadrazgo, la exención de obligaciones y de trámites y el 

aprovechamiento del cargo o función para lograr cualquier beneficio personal o de grupo. 

 

 

2. Garantizar empleo, educación, salud y bienestar mediante la creación de puestos de trabajo, el 

cumplimiento del derecho de todos los jóvenes del país a la educación superior, la inversión en 

infraestructura y servicios de salud y por medio de los programas regionales, sectoriales y 

coyunturales de desarrollo: Jóvenes Construyendo el Futuro, Instituto Nacional de Salud para el 

Bienestar, Universidades para el Bienestar, Pensión Universal para Personas Adultas Mayores, Becas 

“Benito Juárez”, Crédito Ganadero a la Palabra, Producción para el Bienestar, Precios de Garantía a 

Productos Alimentarios Básicos, programas de Comunidades Sustentables “Sembrando Vida”, de 

Infraestructura Carretera, Zona Libre de la Frontera Norte, Tren Maya, Corredor Multimodal 

Interoceánico y Aeropuerto “Felipe Ángeles” en Santa Lucía. 

 

POLÍTICA SOCIAL 

 

 

DERECHO A LA EDUCACIÓN Durante el periodo neoliberal el sistema de educación pública fue 

devastado por los gobiernos oligárquicos; se pretendió acabar con la gratuidad de la educación 

superior, se sometió a las universidades públicas a un acoso presupuestal sin precedentes, los ciclos 

básico, medio y medio superior fueron vistos como oportunidades de negocio para venderle al 

gobierno insumos educativos inservibles y a precios inflados, se emprendió una ofensiva brutal en 

contra de las escuelas normales rurales y en el sexenio pasado se operó una mal llamada reforma 

educativa que era en realidad una contrarreforma laboral, contraria a los derechos laborales del 

magisterio y orientada a crear las condiciones para la privatización generalizada de la enseñanza. 

Esta estrategia perversa se tradujo en la degradación de la calidad de la enseñanza en los niveles 

básico, medio y medio superior y en la exclusión de cientos de miles de jóvenes de las universidades. 

En los hechos, el derecho constitucional a la educación resultó severamente mutilado y ello no sólo 

privó al país de un número incalculable de graduados, sino que agravó el auge de la delincuencia y 

las conductas antisociales. En el sexenio anterior la alteración del marco legal de la educación derivó 

en un enconado conflicto social y en acciones represivas injustificables. Ante esta circunstancia, el 

gobierno federal se comprometió desde un inicio a mejorar las condiciones materiales de las 

escuelas del país, a garantizar el acceso de todos los jóvenes a la educación y a revertir la mal 

llamada reforma educativa. La Secretaría de Educación Pública tiene la tarea de dignificar los centros 



 
 

escolares y el Ejecutivo federal, el Congreso de la Unión y el magisterio nacional se encuentran en 

un proceso de diálogo para construir un nuevo marco legal para la enseñanza. 

 

 

ECONOMÍA 

 

IMPULSAR LA REACTIVACIÓN ECONÓMICA, EL MERCADO INTERNO Y EL EMPLEO Una de las tareas 

centrales del actual gobierno federal es impulsar la reactivación económica y lograr que la economía 

vuelva a crecer a tasas aceptables. Para ello se requiere, en primer lugar, del fortalecimiento del 

mercado interno, lo que se conseguirá con una política de recuperación salarial y una estrategia de 

creación masiva de empleos productivos, permanentes y bien remunerados. Hoy en día más de la 

mitad de la población económicamente activa permanece en el sector informal, la mayor parte con 

ingresos por debajo de la línea de pobreza y sin prestaciones laborales. Esa situación resulta 

inaceptable desde cualquier perspectiva ética y perniciosa para cualquier perspectiva económica: 

para los propios informales, que viven en un entorno que les niega derechos básicos, para los 

productores, que no pueden colocar sus productos por falta de consumidores, y para el fisco, que 

no puede considerarlos causantes. El sector público fomentará la creación de empleos mediante 

programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura, 


